El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 25 de junio de 2018

Proceso:
Acción de Tutela – Confirma  
Radicación Nro. :         66001-31-03-003-2018-00055-01

Accionante: 

 LUZ MARY QUIMBAYO NIETO
Accionado:
 INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR Y OTROS

Magistrado Ponente: 
 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 

          SEGURIDAD SOCIAL / DERECHOS LABORALES DE MADRES COMUNITARIAS / SUJETOS DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL / SENTENCIA T-480 DE 2006 Y AUTO 186 DE 2017 NO PUEDEN APLICARSE / NULIDAD PARCIAL DECRETADA EN AUTO 217 DE 2018 / Recientemente este Tribunal se pronunció sobre un caso que guarda similitud con el que es objeto de esta providencia y ordenó al ICBF pagar los aportes parafiscales en pensiones faltantes por el tiempo que efectivamente acredite la madre comunitaria. A ello se procedió de conformidad con los parámetros establecido por la Corte Constitucional en el auto 186 de 2017, que anuló parcialmente la sentencia T-480 de 2016.

Sin embargo, esa misma corporación, por auto 217 del 11 de abril de dos mil dieciocho 2018, decidió declarar la nulidad parcial del referido auto. Por tanto, al presentarse un nuevo panorama frente al caso concreto, la Sala debe variar la línea de pensamiento que mantenía, para ajustarlo al precedente constitucional vigente. 

CAMBIO DE PRECEDENTE / SE ACOGE SENTENCIA T-018 DE 2016 / PROCEDENCIA DE LA TUTELA / NO SE ACREDITARON EXTREMOS DE LA RELACIÓN CONTRACTUAL / CONFIRMA / NIEGA / En estas condiciones el Tribunal deberá acudir a fuentes ajenas a tales pronunciamientos para dirimir la controversia.

Así entonces es válido citar la sentencia T-018 de 2016, en la que se analizaron circunstancias de hecho similares a las propuestas en este caso y que al haber sido dictada el 29 de enero de ese año se puede tener como uno de los últimos precedentes proferidos antes de la citada sentencia T-480 de 2016, proferida el 1º de septiembre siguiente.

(…)

Siguiendo de cerca este precedente, se puede concluir que en este caso el amparo debe ser negado ya que si bien se aportaron pruebas sobre la condición de madre comunitaria de la señora Luz Mery Quimbayo Nieto, circunstancia que  permite considerar superado el requisito de la subsidiariedad, al tratarse de una población clasificada en posición de desventaja, tales medios de prueba son insuficientes para acreditar los extremos temporales de la relación contractual.

(…)

De lo anterior surge incertidumbre sobre el momento en que la actora se desvinculó del hogar comunitario La Divisa ya que la respectiva certificación parece indicar que para el mes de junio de 2015 continuaba prestando allí sus servicios. Tampoco existe claridad sobre la fecha en que ingresó a la Asociación Naranjito ni en la que se retiró de forma definitiva del programa ya que de aceptarse que presentó su renuncia ante la entidad competente, no existe prueba de la fecha en que le fue aceptada.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, junio veinticinco (25) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 222 del 25 de junio de 2018

Expediente No. 66001-31-03-003-2018-00055-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la señora Luz Mary Quimbayo Nieto, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 9 de mayo último, en la acción de tutela que promovió la impugnante contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a la cual fueron vinculados Colpensiones, el Consorcio Colombia Mayor y el Ministerio de Trabajo.

A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el apoderado de la demandante admiten el siguiente resumen:

1.1 En virtud del programa de hogares de bienestar, creado por la Ley 89 de 1988, surgió la necesidad de la “prestación personal del servicio de la madre comunitaria para cuidar a la primera infancia en estado de vulnerabilidad”.

1.2 De conformidad con los lineamientos del ICBF a las madres comunitarias les corresponde las labores de atención y cuidado de los niños, preparación de alimentos, trabajo con los padres de familia, desarrollo de actividades pedagógicas, vigilancia del estado de crecimiento y nutrición, control de asistencia, inscribirse al régimen de seguridad social, asistir a las capacitaciones y cumplir las normas establecidas para el buen funcionamiento del hogar comunitario.

1.3 Desde la creación de ese programa, el ICBF calificó a las madres comunitarias con el estado de “voluntarias”, para así desconocer sus derechos laborales. 
1.4 Esa entidad ha ejercido atribuciones propias de un empleador, pues determinó funciones, ejerció facultades disciplinarias y realizó cambios en las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la prestación del servicio. Además, ejecuta supervisiones al desempeño del trabajo, mediante visitas de seguimiento y verificación, las cuales podrían llegar hasta la clausura del hogar comunitario. Las madres comunitarias, también, deben cumplir el horario de trabajo establecido, so pena de sanción.
1.5 En cumplimiento de la Ley 1607 de 2012 se procedió a suscribir contrato laboral con las madres comunitarias, con lo cual se reconoció su calidad de trabajadoras, desde la fecha en que se vincularon al programa.
1.6 Las asociaciones y entidades administradoras de servicio, dependen administrativa y financieramente del ICBF.
1.7 La demandante se encuentra dentro del grupo poblacional determinado en la sentencia T-628 de 2012 y en el auto 186 de 2017, proferidos por la Corte Constitucional. En esa última decisión se tutelaron los derechos laborales de las madres comunitarias y se determinó que estas adquieren la condición de sujetos de especial protección, debido a que hacen parte de “un segmento situado en posición de desventaja”.
1.8 La accionante cuenta en este momento con 61 años de edad, estuvo vinculada al ICBF, en calidad de madre comunitaria, desde el 1º de agosto de 1994 hasta el 1º de febrero de 2014, inicialmente en la asociación El Dorado – La Divisa y después en la de Samaria de esta ciudad.

1.9 A partir de aquella fecha y hasta el 11 de febrero de 2014, el ICBF omitió pagarle el salario mínimo legal vigente, las cesantías y sus respectivos intereses, las primas de servicios, parafiscales y los aportes a seguridad social. También se abstuvo de reconocerle dotación, vacaciones y las licencias de maternidad a que tenía derecho.  

2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, la seguridad social, a la dignidad y al mínimo vital. Para su protección, solicita se ordene: a) declarar la existencia de un contrato realidad desde el 1º de agosto de de 1994 hasta el 1º de febrero de 2014 y b) al ICBF reconocer y pagar los salarios, prestaciones sociales y demás prestaciones laborales causadas durante esa periodo y cancelar al fondo de pensiones “los aportes parafiscales en pensiones causados y dejados de pagar desde la fecha de vinculación como madre comunitaria”, así como sus intereses moratorios. En subsidio, se aplique el precedente de la Corte Constitucional al que se hizo referencia. Y como pretensiones accesorias se apliquen los efectos inter comunis de ese precedente jurisprudencial y se condene en costas y agencias en derecho a aquella entidad.
A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 25 de abril se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular a Colpensiones, el Consorcio Colombia Mayor y el Ministerio de Trabajo.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF manifestó que: a) no era posible establecer lo relativo al tiempo en que se prestó la actividad, ya que la entidad carecía de la obligación legal de elaborar los expedientes administrativos, pues para la ejecución del programa se contrataban asociaciones públicas o privadas; b) la Sala Plena de la Corte Constitucional, según comunicado de prensa No. 13 del 11 de abril de 2018, declaró la nulidad del auto 186 de 2017; c) el ICBF carece de legitimación en la causa ya que esta nulidad, precisamente, se decretó por la falta de integración del contradictorio con el Consorcio Colombia Mayor y el Ministerio del Trabajo, respecto al pago de aportes a pensión. Además el hecho de que los particulares presten funciones administrativas no los convierten en funcionarios públicos; d) los criterios fijados en la citada sentencia T-480 de 2016, respecto a la procedencia del amparo en estos casos, desconoce el principio de necesidad de las pruebas y el precedente jurisprudencial, al considerar que en general las madres comunitarias son población marginada; e) respecto al principio de la inmediatez aquella Corporación ha manifestado que se entiende superado para asuntos en los cuales se pretenda acceder a derechos pensionales, por su calidad de imprescriptibles, siempre y cuando se trate de trabajadores dependientes, cumplan los requisitos para presionarse y la parte pasiva sea una entidad competente para reconocer tales prestaciones, presupuestos que no se cumplen en los casos de las madres comunitarias ya que estas son trabajadores independientes, no está acreditado que hayan solicitado tal reconocimiento y el ICBF carece de tal facultad. Además, la accionante no cumple el requisito de semanas determinado para obtener las pensiones de vejez o invalidez y f) se refirió a las normas que regulan lo relacionado con los hogares comunitarios y las relaciones entre las madres comunitarias y el ICBF, para concluir que entre ambos no hay ninguna relación de naturaleza laboral.

2.2 El Gerente de Defensa Judicial de Colpensiones indicó que esa entidad no ha vulnerado los derechos de la accionante, quien hasta el momento ninguna petición le ha elevado; también, que el amparo se dirige a obtener el pago de acreencias laborales adeudas supuestamente por el ICBF, circunstancia frente a la cual carece de competencia ya que no se trata de un asunto propio del régimen de prima media que administra ese fondo de pensiones. Solicitó su desvinculación por falta de legitimación en la causa.
2.3 Asesora de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio del Trabajo pidió se declare la falta de legitimación en la causa por pasiva de la entidad que representa ya que no es la responsable de dar solución al asunto. Además indicó que la acción de tutela es improcedente para declarar la existencia de un contrato realidad y que para este caso no se pueden aplicar los efectos del auto 186 de 2017 ya que este fue declarado nulo por medio de auto 217 de 2018.  
2.4 El Gerente General del Consorcio Colombia Mayor, por intermedio de apoderado, indicó, luego de describir su naturaleza jurídica y el funcionamiento del programa del subsidio a la pensión, que la actora se afilió a este último, en el grupo poblacional de madres comunitarias, en dos oportunidades, la primera desde el 1º de abril de 1998 y hasta el 20 de junio de 2002, fecha en la cual fue retirada por la causal de suspensión del pago del aporte durante cuatros meses seguidos, y la segunda del 1º de agosto de 2008 al 5 de marzo de 2010, cuando fue desafiliada por haber adquirido la posibilidad de pagar integralmente el aporte a pensión. De otro lado, adujo que de acuerdo con el Decreto 289 de 2014, las madres comunitarias no pueden ser beneficiadas por el referido subsidio ya que su régimen pensional es el contributivo. En todo caso, el pago de las acreencias laborales que se dicen adeudadas, corresponde al ICBF. Agregó que la pretensión de obtener el pago de parafiscales en pensión quedó sin sustento jurídico alguno al haberse decretado la nulidad del auto 186 de 2017. Finalmente que la acción de tutela no es el medio para solicitar prestaciones económicas, máxime que la accionante no es una persona de la tercera edad ni se acreditó un perjuicio irremediable y que en este caso se incumple el requisito de inmediatez.    

3. Se definió la instancia mediante fallo del 9 de mayo pasado, en el que se negó por improcedente el amparo solicitado.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia constitucional que consideró aplicable al caso, estimó la funcionaria de primera sede, que este mecanismo especial no está concebido para dirimir controversias sobre acreencias laborales, ya que para ese efecto se debe acudir al medio ordinario previsto por el legislador, en el cual se puede plantear el debate probatorio necesario para demostrar la veracidad de los hechos alegados y la existencia del contrato realidad. Además, “al dejar de cotizar para su pensión se entiende su desafiliación debiendo volver a retomar el camino ideal para obtener la prestación que ha venido reclamando”.
4. Inconforme con el fallo, el apoderado de la accionante lo impugnó. Alegó que la funcionaria de primera sede desconoció que en este caso se cumplen los requisitos señalados en la sentencia T-480 de 2016, determinados para superar el presupuesto de la subsidiariedad. En la demanda también se solicitó el reconocimiento de los aportes pensionales de conformidad con los parámetros fijados en el auto 186 de 2017, proferido por la Corte Constitucional, “sin que el tema de la inmediatez pueda afectar la existencia de tales derechos”. Solicita se revoque la sentencia recurrida y se acceda a las pretensiones de la demanda.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela para reconocer la existencia de un contrato laboral entre la accionante y el ICBF y ordenar a este cancelar los salarios, prestaciones sociales y aportes pensionales dejados de pagar, durante el periodo en que se desempeñó como madre comunitaria.
3. Recientemente este Tribunal se pronunció sobre un caso que guarda similitud con el que es objeto de esta providencia y ordenó al ICBF pagar los aportes parafiscales en pensiones faltantes por el tiempo que efectivamente acredite la madre comunitaria
. A ello se procedió de conformidad con los parámetros establecido por la Corte Constitucional en el auto 186 de 2017, que anuló parcialmente la sentencia T-480 de 2016.
Sin embargo, esa misma corporación, por auto 217 del 11 de abril de dos mil dieciocho 2018, decidió declarar la nulidad parcial del referido auto. Por tanto, al presentarse un nuevo panorama frente al caso concreto, la Sala debe variar la línea de pensamiento que mantenía, para ajustarlo al precedente constitucional vigente.

4. Para este fin se debe aclarar primero las circunstancias generales que se desprendieron de aquellas providencias.
4.1 En la referida sentencia T-480 de 2016, se accedió a las pretensiones de 106 demandantes, que reclamaban se les protegieran sus derechos a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana, al mínimo vital y al trabajo, ante la negativa del ICBF de reconocerles su calidad de trabajadoras y de pagar las acreencias laborales adeudadas en razón a la labor que como madres comunitarias desempeñaron.

4.2 Esta última decisión fue anulada de forma parcial por el auto 186 de 2017, en síntesis porque en ella se incurrió en vulneración del debido proceso por desconocimiento del precedente jurisprudencial que plantea la inexistencia de contrato de trabajo entre las madres comunitarias y el ICBF u otras asociaciones que participan en el Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar, pues su vínculo es de naturaleza civil.

Sin embargo, se consideró necesario mantener las disposiciones relativas al derecho a obtener el pago de los aportes faltantes al sistema de seguridad social, con el propósito de permitirles acceder a pensión, y por eso profirieron órdenes de reemplazo tendientes a materializar únicamente esa garantía.
4.3 Por auto 217 del 11 de abril de 2018, cuyo contenido desconocía esta Sala, esa Corporación declaró una nueva nulidad parcial, esta vez del auto 186, por la falta de integración del contradictorio con el Consorcio Colombia Mayor 2013 y el Ministerio del Trabajo ya que “se desbordó el deber legal que le ha sido impuesto al referido Fondo, en relación con el valor a asumir como subsidio de los aportes al régimen general de pensiones de las 106 madres comunitarias, al haberse determinado que el mismo equivaldría al 100% del total de la cotización para pensión y no al 80% como lo establecen las Leyes 509 de 1999 y 1187 de 2008”. En consecuencia se dispuso que luego de rehecha la actuación, se procedería a resolver nuevamente la controversia.
Dicha anulación parcial recae sobre las órdenes de reemplazo comprendidas en el referido auto, pero se dejó incólume la declaratoria 
de nulidad de la sentencia T-480 de 2016.
5. Al revisar las decisiones adoptadas, concluye la Sala que por la manera

como se concatenaron esas providencias, en la actualidad, ninguna de las dos primeras pueden ser tenidas como precedente vigente ya que, como se dijo, la nulidad parcial del auto 186 de 2017 no abarcó la decisión que hizo la misma declaración parcial respecto de la sentencia T-480 de 2016, es decir que en este momento, ambas se deben considerar bajo los efectos de la nulidad.
6. En estas condiciones el Tribunal deberá acudir a fuentes ajenas a tales pronunciamientos para dirimir la controversia.

Así entonces es válido citar la sentencia T-018 de 2016, en la que se analizaron circunstancias de hecho similares a las propuestas en este caso y que al haber sido dictada el 29 de enero de ese año, se puede tener como uno de los últimos precedentes proferidos antes de la citada sentencia T-480 de 2016, proferida el 1º de septiembre siguiente.
En aquella la Corte Constitucional dijo: 

 
“42. Por expreso mandato superior el amparo constitucional se caracteriza por su naturaleza subsidiaria y residual. De allí que solo procede cuando el afectado no dispone de otro medio de defensa judicial, o teniéndolo, busca evitar la consumación de un perjuicio irremediable, caso en que procede como instrumento transitorio
.
 
43. En consonancia con el artículo 86 superior y su desarrollo en el Decreto 2591 de 1991, la Corte ha puntualizado que la existencia del medio de defensa judicial ordinario no veda por sí sola la competencia del juez constitucional, pues el mecanismo ordinario deber ser idóneo y eficaz para atender el asunto sometido a su escrutinio y, además, debe descartarse la inminente ocurrencia de un perjuicio irremediable.

44. De manera semejante, la idoneidad y eficacia del medio ordinario, así como la probable generación del perjuicio irremediable, deben ser analizadas por el juez constitucional en arreglo a las particularidades fácticas y normativas que rodean el asunto iusfundamental concreto
. La corporación ha precisado que la idoneidad hace referencia a la aptitud que debe tener el mecanismo judicial ordinario para producir el efecto protector integral del derecho fundamental presuntamente amenazado o conculcado, mientras la eficacia impone que el mecanismo ordinario esté diseñado de forma que brinde de manera rápida y oportuna una protección a la faceta amenazada o vulnerada del derecho involucrado
.
 
…

  

101. En el presente caso las accionantes cuentan con acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contenciosa administrativa para plantear sus reclamos y buscar la protección de los derechos que consideran conculcados. En ese proceso, también, tienen la posibilidad de emplear el mecanismo de protección cautelar dispuesto en el artículo 229 de la Ley 1437 de 2011. Esta situación, en principio, tornaría improcedente el estudio de fondo de la acción de tutela.
 
102. No obstante, en criterio de la Sala el mecanismo de defensa judicial ordinario carece de eficacia en el caso concreto, pues comporta una carga desproporcionada para las accionantes atendiendo a sus condiciones materiales de existencia. En especial, porque las demandantes hacen parte de un segmento situado en posición de desventaja, en tanto uno de los presupuestos de acceso al programa de madres comunitarias consiste precisamente en pertenecer a los sectores del país más deprimidos económica y socialmente. Adicionalmente, las actoras pertenecen a un grupo poblacional tradicionalmente marginado de las garantías derivados del derecho constitucional al trabajo, por lo que en su caso el análisis formal de procedibilidad debe flexibilizarse ostensiblemente.
 
…
 
114. Pues bien, sería del caso establecer si entre la accionante y el ICBF se presentó una actividad personal por parte de la presunta trabajadora, la continuada subordinación o dependencia de esta respecto del probable empleador y un salario como retribución del servicio…
115. Revisado el expediente, sin embargo, no es posible declarar la existencia de un contrato realidad entre la accionante y el ICBF, pues la documentación aportada al proceso por la demandante no demuestra la concurrencia de los elementos esenciales del contrato realidad de trabajo.
 
116. Así, aunque a partir de la normatividad que regulaba el programa de madres comunitarias puede advertirse que a las participantes se les exigía la prestación personal de un servicio y recibían una beca como contraprestación de este, no existe prueba concreta de los extremos temporales de la relación contractual entre la actora y el ICBF o la cooperativa Cooasobien. Tampoco reposan documentos que den cuenta de una relación de dependencia o subordinación, pues la accionante no allegó al expediente elementos de juicio que demuestren esa situación.
 
117. Por ese motivo, la Sala negará la tutela de los derechos invocados por la solicitante. Esto, sin perjuicio del derecho al acceso a la administración de justicia que le asiste, en virtud del cual puede acudir ante la jurisdicción contenciosa administrativa a plantear sus reclamos y pretensiones.”
7. Siguiendo de cerca este precedente, se puede concluir que en este caso el amparo debe ser negado ya que si bien se aportaron pruebas sobre la condición de madre comunitaria de la señora Luz Mery Quimbayo Nieto
, circunstancia que  permite considerar superado el requisito de la subsidiariedad, al tratarse de una población clasificada en posición de desventaja, tales medios de prueba son insuficientes para acreditar los extremos temporales de la relación contractual.
En efecto, se allegaron copias de los siguientes documentos: a) certificación suscrita en el mes de junio de 2015 por la Presidenta de la Asociación de Hogares Comunitarios de La Divisa en la cual expresa que la citada señora ingresó al programa de madres comunitarias desde el 1º de agosto de 1994, mas no establece la fecha en que se produjo su desvinculación
; b) constancia del 12 de abril de 2011, expedida por la Presidenta de la Asociación Naranjito, en la que se indica que la accionante “es madre comunitaria en dicha asociación”, sin más detalles
 y c) escrito de fecha 1º de febrero de 2014, por medio del cual la demandante informa sobre “el motivo de mi renuncia”, sin embargo no aparece la entidad a la que fue dirigida ni constancia de recibido
.
De lo anterior surge incertidumbre sobre el momento en que la actora se desvinculó del hogar comunitario La Divisa ya que la respectiva certificación parece indicar que para el mes de junio de 2015 continuaba prestando allí sus servicios. Tampoco existe claridad sobre la fecha en que ingresó a la Asociación Naranjito ni en la que se retiró de forma definitiva del programa ya que de aceptarse que presentó su renuncia ante la entidad competente, no existe prueba de la fecha en que le fue aceptada.
8. En consecuencia, se confirmará la sentencia que se revisa, sin perjuicio de las acciones que puede adelantar la demandante ante la jurisdicción contencioso administrativa para dirimir la cuestión.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 9 de mayo último, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Luz Mary Quimbayo contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a la cual fueron vinculados Colpensiones, el Consorcio Colombia Mayor y el Ministerio de Trabajo.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Expediente 66001-31-03-004-2018-00295-01


� Cfr. Corte Constitucional, sentencia T-981 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva). En el mismo sentido pueden ser consultados, entre muchos otros, los fallos T-649 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas), T-112 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas), T-595 de 2007 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-514 de 2003 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), SU-961 de 1999 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa) y, C-543 de 1992 (M.P. José Gregorio Hernández). Sobre la figura del perjuicio irremediable y sus características, la Corte, en sentencia T-786/08 (M.P. Manuel José Cepeda) expresó: “Dicho perjuicio se caracteriza, según la jurisprudencia, por lo siguiente: (i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; (ii) por ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y (iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”. En un sentido semejante pueden consultarse las sentencias T-225/93 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), SU-544/01 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), T-1316/01 (M.P. Rodrigo Uprimny Yepes), T-983/01 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), entre otras.


� Esta previsión se encuentra expresamente consagrada en el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991. “Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no procederá: || 1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante (…)”.


� Sentencia T-649 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas).





� Folio 3, 4 y 6 de los anexos de la demanda contenidos en el disco compacto visible a folio 48 del cuaderno No. 1


� Folio 4 de los anexos de la demanda contenidos en el disco compacto visible a folio 48 del cuaderno No. 1


� Folio 6 de los anexos de la demanda contenidos en el disco compacto visible a folio 48 del cuaderno No. 1


� Folio 5 de los anexos de la demanda contenidos en el disco compacto visible a folio 48 del cuaderno No. 1
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